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Defensoria

Provincia de Buenos Aires





Ref. Exp. 22800-14.703/17.-
                                                                      La Plata, 29 de nov de 2017
VISTO, el artículo 55 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, lo establecido en ley Orgánica del Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires N° 13.834 y sus modificatorias, el expediente N° 14.703/17, y
CONSIDERANDO
    Que las actuaciones de referencia se iniciaron a raíz de la presentación realizada por el Sr. J LG, D.N.I. N°, quien reside en la ciudad de Mar del Plata y se encuentra jubilado a través del Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires (IPS), bajo la modalidad denominada “jubilación automática docente (JAD)”, habiendo tramitado en dicho organismo actuaciones administrativas bajo el N° 021557-375909-16-000.
    Que la “jubilación automática docente (JAD)” es una modalidad por la cual el beneficiario comienza a cobrar un haber transitorio, de acuerdo a la declaración jurada presentada ante el I.P.S., que le permitirá percibir un beneficio previsional hasta el momento en que se encuentre finalizado el denominado “código jubilatorio”, es decir la certificación de servicios emitida por la Dirección de Jubilaciones y Certificaciones, dependiente de la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires -DGCyE-, documento que permite constatar fehacientemente los años aportados, el carácter de las tareas realizadas, el mejor cargo obtenido por el beneficiario en su carrera, etc., transformando la jubilación transitoria en definitiva.
    Que en su presentación inicial, el reclamante solicita la intervención de nuestro organismo, manifestando que en su haber transitorio no se encuentra percibiendo la bonificación por ruralidad con “desfavorabilidad 2”, que formaba parte habitual y normal de sus haberes mientras se encontraba en actividad.

Que el reclamante manifestó en comunicación telefónica mantenida con el Área Previsional de este Organismo de derechos que, al momento de confeccionar la declaración jurada para iniciar su trámite jubilatorio, indicó que le correspondía percibir la bonificación por ruralidad, aunque sin individualizar expresamente el número de Resolución ni el porcentaje asignado oportunamente.

Que con fecha 15 de Agosto de 2017 se recibió la  respuesta por parte del I.P.S ante nuestra solicitud de informe, en la que dicho Organismo manifiesta que “… no se otorgó la bonificación por ruralidad (al beneficiario), dado que no se encuentra debidamente informada, dado la ausencia del porcentaje de ruralidad o en su defecto la resolución de cada uno de los establecimientos donde se desempeñó”, adjuntando copia de todas las actuaciones que tramitan a nombre del Sr. G.
   Que cabe destacar que la jubilación es un derecho social  (Conf. art. 14 bis, 16, art. 17 art. 28 de la C. N.), que reconoce a toda persona el derecho humano básico a descansar tras una larga vida de entrega al trabajo en beneficio propio y de la sociedad y de que ésta le garantice una subsistencia digna hasta el fin de sus días.

Que nuestro país ha otorgado jerarquía constitucional al derecho a la seguridad social a través de los Instrumentos de Derechos Humanos incorporados al art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, garantizando protección contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia (Art. 16 y 35 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; arts. 22 y 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; art. 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; art. 26 Convención Americana de Derechos Humanos).
 Que deviene imprescindible resaltar que recientemente  nuestro país ha aprobado la CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MAYORES, a través de la ley nacional N° 27.360.
 Que el Sr. G, al momento de confeccionar su declaración jurada para iniciar el trámite jubilatorio ante el I.P.S bajo la modalidad de jubilación automática docente, indicó el cargo de mayor jerarquía y la antigüedad por la cual se lo debería jubilar, como así también la bonificación por ruralidad que le correspondería por su trabajo durante los años 1993 a 1997, pero sin detallar el número de resolución ni el porcentaje de esta última bonificación.
 Que según las actuaciones que obran en el expediente que tramita ante esta Defensoría del Pueblo, el Sr. G se encuentra en situación de desventaja con respecto a la Administración, para poder revertir su situación previsional, y así acceder en tiempo y forma a la percepción de dicha bonificación por ruralidad, ya que los datos precisos respecto de su situación de empleo obran en los registros de la Repartición en la cual prestaba tareas, siendo esa la instancia que se encuentra en mejor posición para probar sus dichos.
 Que esta consideración referida a la bonificación por ruralidad expresada en la declaración jurada, encuentra su apoyo en los registros efectuados por parte del I.P.S., al indicar que al reclamante no se le abona dicha bonificación por “… no encontrase debidamente informada…”, conforme obra en la respuesta brindada a esta Defensoría.
  Que sin embargo, el I.P.S fue suficientemente informado  que al reclamante le correspondería el pago de la bonificación por ruralidad, independientemente de no haberse plasmado en la declaración jurada el número de resolución y el porcentaje de la misma.
  Que el Organismo previsional, al tomar conocimiento de dicha circunstancia debería haber arbitrado todos los medios a su alcance para  buscar la información faltante en la repartición en la que se realizaron las tareas con ruralidad.
 Que ello así, en la declaración jurada realizada por el beneficiario al iniciar el trámite, la modalidad de Jubilación Automática Docente exige la declaración de los datos necesarios por parte del titular, respecto a la conformación del derecho, circunstancia que será corroborada a través de la integración de la documentación oficial de la repartición, que la convertirá en una jubilación definitiva.
Que una vez esclarecida esta situación, y a los fines de una correcta práctica administrativa, el organismo previsional, antes de proceder al pago del haber jubilatorio transitorio, debió requerir a la repartición la información relativa a los porcentajes de ruralidad. Distinto sería el caso si el reclamante directamente hubiese omitido informar al I.P.S sobre el pago de esta bonificación, pero al tener conocimiento de haberla percibido, el I.P.S debió haber solicitado un informe a la Dirección de Escuelas sobre el porcentaje aplicable, y quedar a la espera del trámite del Código Jubilatorio para que el beneficio previsional adquiera el carácter de definitivo.
 Que la Administración tiene el deber y la responsabilidad de contar con toda la documentación respaldatoria necesaria para dar certeza y una respuesta acabada a los distintos hechos que se le presentan, resultando una obligación arbitrar todos los medios necesarios para llegar a la verdad material de los hechos, a efectos de garantizar la tutela administrativa a todos los ciudadanos, máxime cuando es quien se encuentra en una mejor posición para probar, ya que cuenta con la información en los registros del personal.
 Que un obrar diligente de la Administración hubiera requerido que los funcionarios intervinientes tomaran contacto con el Sr. G a los fines de obtener la información necesaria, corroborando la misma con la repartición respectiva.
Que respecto del deber del Estado Provincial de arribar a la verdad material, si la Administración pone en cabeza del administrado la carga de los datos referentes a su situación particular, deberá contemplarse también que no existe la posibilidad de modificar o agregar información, ya que el I.P.S no permite rectificar la declaración jurada si la persona ha olvidado señalar algún tipo de dato complementario como ocurrió en el caso.
Que la única alternativa que se otorga a la persona es  percibir la bonificación por ruralidad luego de que la DGCyE emita el correspondiente código jubilatorio y, una vez ingresado éste al I.P.S., posteriormente a haber recorrido todas las áreas necesarias de dicho Organismo hasta el dictado del acto administrativo final, es decir que demoraría varios años.
Que dicha circunstancia configura un exceso que opera regresivamente en el efectivo goce del derecho del Sr. G a una jubilación liquidada de manera adecuada, en base a los datos aportados de manera oportuna.
 Que existiendo numerosas quejas que tramitan ante este Organismo constitucional, es evidente que la DGCyE puede llegar a demorar varios años en otorgar el “código jubilatorio” que transformará en definitivo al beneficio previsional, y en el caso, incorporando una información referida al porcentaje de ruralidad que pudo haberse obtenido y percibido en tiempo oportuno. Esta demora excesiva en la tramitación de una jubilación provincial no puede recargarse sobre el particular, ya que de otro modo, la Administración produciría una doble vulneración de derechos.
 Que la Constitución de la Provincia de Buenos Aires  establece en su art. 39 inc. 3: “En materia laboral y de seguridad social regirán los principios de irrenunciabilidad, justicia social, gratuidad de las actuaciones en beneficio del trabajador, primacía de la realidad, indemnidad, progresividad y, en caso de duda, interpretación a favor del trabajador”.
 Que se ha sostenido, siguiendo este criterio, que: “El principio de la primacía de la realidad significa que en caso de discordancia entro lo que ocurre en la práctica y lo que surge de documentos o acuerdos, debe darse preferencia a lo primero, es decir, a lo que sucede en el terreno de los hechos…” (Cabral, P.- Shreginger, M.- “El Régimen de Empleo Público en la Provincia de Buenos Aires”-  Abeledo Perrot- Buenos Aires- 2009).
Que en el caso, al aplicar estrictamente la Disposición interna vigente N°18/06, el I.P.S está incurriendo en una manifiesta arbitrariedad, restringiendo un derecho de manera irrazonable, toda vez que la omisión que se achaca al reclamante en su declaración jurada no es tal, ya que declaró la percepción de la bonificación por ruralidad sin señalar el porcentaje de la misma. Dicha circunstancia cerró la posibilidad de acceder a la bonificación por ruralidad correspondiente.
Que en materia de seguridad social, el derecho se encuentra previsto en el sistema interamericano en el artículo 9 inc. 1 del Protocolo de San Salvador, adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, aprobado por la ley nacional 24.658, el cual señala que: “Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa”.
 Que el artículo 55 de la Constitución provincial establece que “…el Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes...”
Que de conformidad con el artículo 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto.
Es por ello que,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE
ARTÍCULO 1°: RECOMENDAR al Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires, que arbitre todos los medios necesarios a efectos que en el haber transitorio del Sr. J L G, D.N.I. N°, se proceda al pago de la bonificación por ruralidad, tomando los datos incorporados en la Declaración Jurada y aquellos aportados por la Dirección General de Cultura y Educación de la provincia de Buenos Aires en cuanto al porcentaje respectivo.
ARTÍCULO 2°: Regístrese, Notifíquese y oportunamente, archívese.
RESOLUCION Nº            75/17
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